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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE REFORMA EL ARTICULO 116, FRACCION III, PARRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO JESUS MARTINEZ ALVAREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE CONVERGENCIA, EN LA SESION DE LA COMISION PERMANENTE DEL MIERCOLES 5 DE MAYO DE 2004 
El suscrito, diputado federal diputado Jesús Martínez Alvarez, de la LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del grupo parlamentado de Convergencia, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto, por la cual se reforma el artículo 116, fracción III, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La teoría clásica de la división de poderes se justifica cuando existe un equilibrio de hecho y de derecho que sea eficaz y que permita no sólo la seguridad jurídica de la sociedad nacional en cuestión, sino también el desarrollo del sistema jurisdiccional y la evolución de la aplicación de la justicia. 

La impartición de justicia objetiva es el producto de la independencia que es requerida por el Poder Judicial para el eficaz desempeño de sus atribuciones. Sin embargo, esa libertad e independencia se ven, a menudo, coartadas cuando por causas de la designación de nuevos magistrados y jueces en el ámbito estatal se crea un desajuste en el balance natural de la división de poderes, pues intervienen de manera legal, aunque no justa, los Poderes Ejecutivo y Legislativo locales. 

Cuando la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos establece en su artículo 116, fracción III, párrafo segundo: "La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por la Constitución y las Leyes Orgánicas de los estados, las cuales establecerán las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los estados". 

Claramente expresa el mandato supremo de que el Poder Judicial local debe ser absolutamente independiente para la eficaz realización de sus funciones, entre ellas se encuentra el nombramiento de su personal magistral. 

Resulta clara la intención del constituyente de Querétaro en este precepto: la independencia del Poder Judicial y de sus servidores locales, garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Tribunales Superiores de Justicia de los estados integrantes de la Federación mexicana. Sin embargo podemos encontrar que muy pocas Constituciones locales otorgan independencia a la Judicatura en lo correspondiente a los nombramientos de sus magistrados. 

Estudiando las normas constitucionales de los estados parte de la Federación encontramos que sólo la Constitución del estado de Nuevo León contempla un medio de selección para la magistratura que cumple de manera absoluta con el principio de independencia, al establecer en su artículo 96, fracción XIII, que el Consejo de la Judicatura local tendrá facultades para proponer una terna para el efecto que nos ocupa. 

"A) El Consejo de la Judicatura propondrá terna a consideración del Pleno del Tribunal para que éste, a su vez, elija a quien ocupará el cargo. 

Recibida y aceptada la terna, previo análisis de los méritos académicos y profesionales de las personas propuestas, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia elegirá para el cargo de juez, por el voto secreto aprobatorio de la mayoría o por insaculación, ésta se llevará a efecto sólo si el Pleno del Tribunal Superior de Justicia no resuelve a favor de alguna de las personas que integran la terna propuesta en el plazo improrrogable de diez días siguientes a la fecha de recepción de la misma." 

Creemos que el mecanismo establecido por la Constitución antes citada es el mejor ejemplo en cuanto a la selección de los magistrados, ya que el Pleno de los Tribunales Superiores de Justicia de los estados parte de la Federación es el órgano más apto para conocer del particular por variadas razones: el cumplimiento del principio general de independencia judicial; la guarda el mandato constitucional, y el mantenimiento del supremo interés de desarrollo en materia de aplicación de justicia, entre otros. 

Tomando en cuenta que los jueces y magistrados de carrera forman un cuerpo único que conformará al personal al servicio de la administración de justicia, podemos expresar que no hay un mejor órgano que el Pleno de los Tribunales Superiores de Justicia de los estados para decidir quiénes serán sus jueces de alto rango, pues en materia de aplicación de justicia el Poder Judicial local es quien conoce la medida de objetividad, imparcialidad y racionalidad jurídica que cada juez tiene para conocer de los asuntos de que trata y de quienes son aptos para avanzar en la carrera judicial hasta el puesto de magistrado. 

Asimilando las nuevas tendencias mundiales en sistemas jurídicos romano-canónicos que apuntan a la creación de servidores de carrera judicial y comparando la legislación mexicana con las Constituciones latinoamericanas argentina, guatemalteca, paraguaya, nicaragüense, salvadoreña y uruguaya; y a las europeas española e italiana, podemos darnos cuenta de que el Poder Judicial de los estados tiene absoluta independencia en cuanto al nombramiento de sus servidores. 

A manera de conclusión, resulta pues evidente la necesaria reforma al segundo párrafo de la fracción III del artículo 116 que suprima la apertura de posibilidades en materia de selección del cuerpo magistral local y que establezca sólo la posibilidad de que el Pleno de los Tribunales Superiores de Justicia de los estados parte de la Federación nombren por sí mismos a sus nuevos magistrados mediante el voto favorable de su mayoría calificada para asegurar que la selección del nuevo personal sea una decisión derivada del consenso mayoritario y que tenga por objetivo el desarrollo benéfico del sistema de administración de justicia a nivel estatal. 

En tal virtud, y considerando que existe un vacío en la reglamentación para la selección de servidores magistrales de los Poderes Judiciales locales; que la independencia del Poder Judicial local se vea garantizada las bases constitucionales para su integración, y que no se vean afectados los principios de soberanía de los estados parte de la Federación ni de división de poderes, es por lo que me permito someter a la consideración de esta soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 116, fracción III, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 116 

Fracción III 

Párrafo Segundo
La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los estados, las cuales establecerán las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los estados. Corresponderá al Pleno de los Tribunales Superiores de Justicia de los estados hacer los nombramientos y destituciones de sus magistrados mediante el voto favorable de su mayoría calificada. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la H. Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 5 días de mes de mayo de 2004. 

Dip. Jesús Martínez Alvarez (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Mayo 5 de 2004.) 
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